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de la declaración de ausencia  
por desaparición forzada.

Bogotá, 5 de agosto de 2009

Doctor

JESUS ALFONSO RODRIGUEZ

Secretario General

Honorable Cámara de Representantes

Ciudad

En atención a la honrosa designación que nos 
hiciera como ponentes para segundo debate del 
Proyecto de ley 283 de 2009 Cámara, por medio 
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ausencia por desaparición forzada, por su digno 
conducto nos permitimos poner en consideración 
de la plenaria de la honorable Cámara de Repre-
sentantes el siguiente informe de ponencia.

EXPOSICION DE MOTIVOS
“No hay peor tortura que esa muerte en vida. 

Después de dos años, lo prevé la ley, se inician 
trámites para declarar la ‘muerte presunta’ del 
desaparecido. Aunque eso revuelve las cuestiones 
prácticas –comprar o vender, sacar documentos, 
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paso. Aceptar la muerte e iniciar el presunto duelo 
es como enterrar a ese ser querido. ¿Seguirlo espe-
rando es no resolver? Detrás de las cifras que, en 
este país, forman la estadística de los Familiares de 
los Desaparecidos hay gente real, como usted o yo. 
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trabajo, martes y festivos y esas otras fechas de los 
calendarios que antes fueron gratas y súbitamente 
se vuelven monstruosas, porque las ausencias due-
len mucho más (…).

Mientras lee el periódico, muchos familiares 
hoy se desayunan junto a esos fantasmas sobre la 
mesita, que sonríen en la foto. Y para muchos ni-
ños, papá es una imagen que los ve crecer detrás 
del vidrio helado del portarretrato (…)”1.

El derecho, por un lado, se presenta como una 
herramienta o una forma de regulación con la que 
es posible pensar que el cambio y el progreso so-
cial no son simples quimeras; como un instrumen-
to para propiciar prácticas emancipadoras en la 
protección efectiva de los derechos y en la supera-
ción de las condiciones de exclusión de las perso-
nas y poblaciones más afectadas2, y sobre todo, el 
derecho aparece como “una esperanza no sólo de 
�����	
�����������
������������
�
�
���������
�
�-
�
�	���
����
������������	����������
��������������
�������
��
�	�����������
�
���������	���������
���
testigos, las cosas que han visto, y sobrevivido”3. 
Pero, por el otro lado, el derecho se presenta bajo 
la forma de categorías y abstracciones normativas: 
1 Reyes, Yolanda (2005) El Tiempo. Citado por: Funda-

ción Nydia Érika Bautista para los Derechos Humanos 
(2008). Discriminación y daño a la integridad mental. 
Víctimas de Desaparición Forzada: entre la asistencia 
humanitaria y la muerte presunta. Bogotá: Recordis, Bo-
letín sobre Derechos Humanos y Desapariciones Forza-
das con Perspectiva de Género, p. 3.

2 García-Villegas, Mauricio (2006). El derecho como es-
peranza. Bogotá: Mimeo, P. 6.

3 Lemaitre, Julieta (2007). ���	��	���� 
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violencia y movimientos sociales en Colombia. Bogotá: 
Mimeo, p. 16. 



Página 2 Miércoles 19 de agosto de 2009 GACETA DEL CONGRESO  743

una presencia ante la cual no se puede rescindir, 
resistir o escapar, pues las necesidades más urgen-
tes dependen, para su satisfacción, de un conjun-
to de instituciones y de funcionarios visiblemente 
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del derecho y de las normas4. 
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situación de los familiares de las víctimas de des-
aparición forzada en Colombia. Desde la óptica 
del derecho como herramienta, instrumento y es-
peranza, la ampliación y protección de los dere-
chos fundamentales –a partir de la promulgación 
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de los tratados y convenios internacionales ten-
dientes a la protección y reparación de las víctimas 
de la violencia política y la adopción de políticas 
�+��
	��� ��� ����	
��� �� ���� �&	�
���� ���� 	��"
	���
armado, parecen comprobar la idea de que a tra-
vés del derecho es posible conseguir el cambio y 
el progreso social y la protección de los derechos 
de los más vulnerables, en especial, de aquellas 
personas que han sido víctimas de las dinámicas 
de la violencia en Colombia. Sin embargo, desde 
la perspectiva de la aplicabilidad y efectividad de 
las regulaciones adoptadas, para el caso de los fa-
miliares de las víctimas de desaparición forzada, 
frente al derecho, como en un cuento de Kafka, 
se interpone un guardián-funcionario autorizado 
para interpretar esas categorías abstractas y gene-
rales y, por lo tanto, permitir el acceso a la Ley5. El 
ciudadano (campesino), entonces, queda atrapado 
“dentro de las normas del derecho, pero al mismo 
tiempo [quedan] excluidos de la comunidad que 
tiene derecho a interpretarlas”6.

Si bien está contemplado que las víctimas y sus 
familiares pueden acceder a la asistencia huma-
nitaria como una forma de reparación, la abstrac-
ción de las normas y leyes que establecen dicha 
asistencia dejan al arbitrio y a la subjetividad del 
funcionario-guardián su interpretación y aplica-
ción, y por ello, se impone y sugiere los conductos 
mediante los cuales es posible otorgar el derecho 
a la reparación. Ejemplo de lo anterior, es la obli-
gación impuesta a los familiares de las víctimas 
de desaparición forzada de comenzar un proceso 
de declaración de muerte presunta para obtener un 
registro de defunción y así, poder acceder a la asis-
tencia humanitaria. 

Mientras tanto, 
“Una joven de 35 años se opone categóricamen-

te a hacer los trámites administrativos y judiciales 
4 Sarat, Austin (…). “… El derecho está en todas par-

tes”: el poder, la resistencia y la conciencia jurídica de 
los pobres que viven de la asistencia social. En: García-
Villegas, Mauricio (ED.). Sociología jurídica. Teoría y 
Sociología del derecho en los Estados Unidos. Bogotá: 
Universidad Nacional de Colombia.

5 Íbídem, p. 220.
6 Íbídem, p. 220.

respecto de la ‘muerte presunta’ de su marido para 
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do aliviarla económicamente. ‘Por qué me piden 
a mí declararlo muerto, vayan a preguntárselo a 
los militares’ ”. (…) Y Julián, por su parte, decidió 
que moralmente no podía declarar muertos a sus 
padres porque no ha recibido sus cuerpos (…) [y] 
dice que tampoco acepta declarar la muerte pre-
sunta mientras no se esclarezca la suerte y el pa-
radero de sus tres hermanos y sus tres tíos, todos 
desaparecidos”. (…) “Don Juan, [por su parte, en 
la iniciación del proceso de declaración de muerte 
presunta para acceder a la asistencia humanitaria] 
“pagó un edicto y llegó el momento en que no tuvo 
con qué pagar los dos restantes por su pobreza ex-
trema, pues sus dos hijos eran su sustento” (…) 
[mientras que] Edgar pagó los tres edictos con 
grandes esfuerzos, la esposa de su hijo y su bebé 
no pudieron acceder a ella, porque la ayuda es sólo 
para un miembro de la familia”7.

El derecho en las víctimas de la violencia po-
lítica: la esperanza.

El derecho internacional público impone de-
terminados estándares o pautas a las que se deben 
ceñir los Estados para afrontar las violaciones de 
derechos humanos tanto en procesos de paz como 
en procesos de transición hacia la democracia. Así, 
por ejemplo, se exige la extensión en materia de 
protección y garantía de los derechos humanos; el 
establecimiento de la responsabilidad penal indi-
vidual en la comisión de graves violaciones a los 
derechos humanos, en aras de garantizar la justi-
cia y la no impunidad, la verdad y no el olvido 
de lo acaecido en tiempos de guerra y de paz; y 
la ampliación y fortalecimiento de los mecanis-
mos internacionales para el cumplimiento de las 
obligaciones en materia de derechos humanos por 
parte de los Estados8. Dentro del conglomerado 
de restricciones y parámetros en el diseño de las 
políticas de transición, especial énfasis se da a la 
protección de los derechos de las víctimas y los 
familiares de las víctimas de la violencia política. 

En el informe de Louis Joinet –Relator Especial 
sobre la impunidad y conjunto de principios para 
la protección y promoción de los derechos huma-
nos- se establecen cuatro principios inderogables 
por parte de los Estados en procesos de transición: 
“(1) la satisfacción del derecho a la justicia; (2) 
la satisfacción del derecho a la verdad; (3) la sa-
7 Fundación Nydia Érika Bautista para los Derechos Hu-

manos, op. cit.
8 Botero, Catalina & Restrepo, Esteban (2005). Estánda-

res internacionales y procesos de transición en Colom-
bia. En: Rettberg, Angélica (Comp.), Entre el perdón y el 
paredón: preguntas y dilemas de la justicia transicional. 
Bogotá: Universidad de los Andes, Facultad de Ciencias 
Sociales, Departamento de Ciencia Política, CESO, Edi-
ciones Uniandes; Canadá: International Development 
Research Center; p. 23.
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tisfacción del derecho a la reparación de las vícti-
mas; y (4) la adopción de reformas institucionales 
y otras garantías de no repetición”9. 

Ahora bien, estas pautas de justicia, verdad, re-
paración y paz, adquieren vital importancia en los 
casos de los familiares de las víctimas de desapa-
rición forzada10. En primer lugar, el Estado tiene 
la obligación de investigar y aclarar las circuns-
tancias en las que se desaparecieron o la suerte que 
corrieron sus familiares o allegados, así como el 
derecho a conocer la identidad del autor y los par-
ticipantes de los hechos. Segundo, el deber del Es-
tado y el derecho de los familiares de las víctimas 
de “conocer el paradero del ser querido desapare-
cido, y, dado el caso, recibir sus restos mortales en 
condiciones dignas11. En tercer lugar, el derecho 
a la reparación integral mediante el otorgamiento 
de compensaciones económicas, pensiones, pre-
rrogativas tributarias, etc., o bien a través de actos 
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memorativa de quienes sobrevivieron, de quienes 
están ausentes y de quienes han sido asesinados.

De estos estándares y parámetros internaciona-
les de justicia transicional y restaurativa, Colom-
bia ha suscrito diversos tratados internacionales 
sobre derechos humanos y los ha hecho prevalecer 
dentro del orden interno, en virtud del artículo 93 
de la Constitución Política. Asimismo, ha adopta-
do medidas para garantizar los procesos de verdad, 
justicia y reparación en procesos de negociación 
con grupos armados ilegales, como la Ley 418 de 
1997 –“Por la cual se consagran unos instrumentos 
���������+�������������	���
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la justicia (…)”- en la que se establecieron, entre 
otras, la asistencia humanitaria en materia de sa-
lud, vivienda, crédito y educación para las vícti-
mas y los familiares de las víctimas de la violencia 
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ron los delitos de genocidio, desaparición forzada, 
desplazamiento forzado y tortura, y en donde se 
9 Botero, Catalina & Restrepo, Esteban, op. cit., p. 24.
10 La desaparición forzada contiene cuatro características 

fundamentales: “1) la privación de la libertad de una per-
sona, cualquiera sea su forma, detención, arresto, apre-
hensión o secuestro; 2) seguida de ocultamiento o de la 
falta de información sobre su paradero o la negativa a 
reconocer tal privación de la libertad; 3) la sustracción 
de la persona al amparo de la ley, por lo que se le im-
pide el ejercicio de los recursos legales; y 4) cometida 
por agentes del Estado, por particulares con el apoyo, 
tolerancia o aquiescencia de aquellos, o por particulares 
organizados o no, actuando en su propio nombre”. Gai-
tán García, Olga (2006). Mecanismos para impulsar el 
esclarecimiento de la verdad en los procesos penales por 
el delito de desaparición forzada de personas en Colom-
bia. En: Fundación Social, Memorias del seminario in-
ternacional sobre desaparición forzada, derecho penal y 
procesos restaurativos: dilemas y desafíos de la verdad, 
la justicia y la reparación en el contexto colombiano. Bo-
gotá: Fundación Social; Institut für Auslandsbeziehun-
gen Ifa-Zivik, p. 127. 

11 Gaitán García, Olga, op. cit., p. 144.

creó la Comisión Nacional de Búsqueda de Des-
aparecidos (encargada de apoyar y promover la 
investigación del delito de desaparición forzada) 
y el Mecanismo de Búsqueda Urgente; el decreto 
reglamentario de la asistencia humanitaria 7381 de 
2004; el Decreto Reglamentario 971 de 2005 re-
glamentario del Mecanismo de Búsqueda Urgente; 
y la Ley 975 de 2005: “por la cual se dictan dispo-
siciones para la reincorporación de miembros de 
grupos armados organizados al margen de la ley, 
que contribuyan de manera efectiva a la consecu-
ción de la paz nacional y se dictan otras disposicio-
nes para acuerdos humanitarios”.

En términos generales, la adopción y apro-
bación de estos mecanismos legales que buscan 
garantizar, entre otras, los derechos de las vícti-
mas a la verdad, la justicia, la paz y la reparación, 
pareciese que el derecho es esa herramienta, ese 
puente, ese instrumento mediante el cual es posi-
ble pensar en el cambio social y dentro del cual 
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que ha tenido que pasar gran parte de la población 
colombiana. No obstante, varias situaciones per-
miten pensar que el derecho no tiene toda la capa-
cidad para garantizar que las víctimas y los fami-
liares de las víctimas logren reconciliar su pasado 
y pensar en su futuro. 

El derecho en los familiares de las víctimas 
de desaparición forzada: la desilusión.

Como se anotó anteriormente, con la promulga-
ción de la Ley 418 de 1997, y su posterior regla-
mentación con el Decreto 7381 de 2004, se institu-
yó la asistencia humanitaria para:

“aquellas personas de la población civil que su-
fren perjuicios en su vida, grave deterioro en su 
integridad personal y/o bienes, por razón de actos 
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interno, tales como atentados terroristas, comba-
tes, ataques y masacres entre otros” (artículo 15 de 
la Ley 418 de 1997).

^������������	
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Quienes sufran perjuicios por causa de homici-
dios u otros atentados o agresiones contra la vida, 
la integridad física, la seguridad o la libertad per-
sonales, cometidos por móviles ideológicos o po-
líticos, o sean objetos de amenazas referentes a la 
comisión de atentados o agresiones de esta natu-
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-
taria de emergencia, tendiente a mitigar o impedir 
la agravación o la extensión de los efectos de los 
mismos” (artículo 49 de la Ley 418 de 1997).

Esta asistencia humanitaria comprende el otor-
gamiento de una compensación económica, por 
una sola vez, de cuarenta (40) salarios mínimos 
legales vigentes en caso de muerte o incapacidad 
permanente y de dos (2) salarios mínimos legales 
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vigentes para aquellas víctimas de heridas leves, 
secuestro, incapacidad no permanente y pérdida 
de bienes12. Adicionalmente, que las víctimas co-
�
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–atención hospitalaria inmediata, médica y quirúr-
gica para casos de terrorismo, atentados, combates 
y masacres-, asistencia en materia de vivienda –
subsidios para compra o recuperación de la vivien-
da-, asistencia en materia de crédito –redescuento 
�����}�������������������������������	
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nancieros- y asistencia en materia educativa “me-
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de pago de matrícula y pensión en las instituciones 
públicas y opcionalmente en los establecimientos 
educativos privados”13.

Empero, tanto la Ley 418 de 1997 como el De-
creto Reglamentario 7381 de 2004, no incorpo-
raron como parte del universo de víctimas, a las 
familias de las víctimas de desaparición forzada, 
y las eliminaron de la posibilidad de acceder a la 
asistencia humanitaria. Ante el vacío normativo, 
quienes se encuentran en estas circunstancias se 
les exige, por parte de los funcionarios-intérpretes 
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miliar; pero, debido a la naturaleza del delito, los 
familiares deben iniciar un proceso de muerte pre-
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tencia humanitaria. Ahora, esta formalidad legal 
conlleva varios problemas para las familias de las 
víctimas de desaparición forzada.
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fue creada para facilitar la administración o dis-
posición de los bienes materiales por parte de los 
familiares de la persona que, conscientemente, 
se ausente de su hogar, es decir, casos en los que 
no necesariamente exista una violación de dere-
chos humanos, como sí es el caso de la desapa-
rición forzada14. En segundo lugar, el proceso de 
declaración de muerte presunta implica costos en 
términos de tiempo –en la medida que el proceso 
requiere de dos años- y de dinero –dado que el pro-
cedimiento exige la publicación de tres (3) edictos 
emplazatorios-. En tercer lugar, “(…) revictimi-
za a los afectados y afectadas porque les obliga 
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su pariente de quien no han recibido sus cuerpos 
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serios daños emocionales (…)”15. Finalmente, la 
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se como la cesación de la obligación del Estado 
12 Fundación Nydia Érika Bautista para los Derechos Hu-

manos, op. cit., p. 10.
13 Íbídem, p. 9. 
14 Íbídem, p. 19.
15 Íbídem, p. 11.

de buscar y encontrar a la víctima de desaparición 
forzada, y la renuncia de los familiares a encontrar 
a su ser querido. 

Este trámite, evidentemente, conculca los de-
rechos y las obligaciones arriba mencionadas: se 
afecta el derecho a la justicia y el imperativo de 
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el derecho a la verdad y el deber del Estado de 
investigar las circunstancias, los móviles y, si es 
el caso, el lugar en donde están los restos de la 
víctima; el derecho a la reparación y a la asistencia 
humanitaria; y el derecho a la paz pues se impide 
que los familiares de la víctima se reconcilien y re-
interpreten su pasado atroz. En suma, la esperanza 
que brinda el derecho, diluida en la expedición de 
���	���
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Ahora bien, proponer una salida a la situación 
de las familias de las víctimas mediante otra re-
forma legal, podría percibirse como un exceso de 
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fetichismo hacia el derecho, sobre todo, cuando 
este, como se vio, tiene muchas limitaciones como 
instrumento de emancipación social16. Sin embar-
go, es factible pensar que detrás de ese fetichismo 
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y producir realidades alternativas a las impuestas 
por los crudos hechos en los que aparentemente el 
derecho guarda silencio, pero que, paradójicamen-
te, a través del mismo es posible luchar y desear 
un orden social justo. Y en palabras de Julieta Le-
maitre: 

“(…) el deseo está basado en la conciencia 
de una ausencia o de un vacío, y en el caso del 
deseo por “una ley justa” la ausencia sentida 
es la ausencia de dignidad humana, y es esta 
ausencia la que constituye y le da fuerza al de-
seo por una ley que afirma que sí hay digni-
dad humana. Y es que el derecho se para en ese 
centro vacío y lo llena con su actividad febril, 
nombrando a la gente víctimas, o victimarios 
(sujetos de derechos; humanos), y dando nom-
bres a las cosas que pasan, repartiendo indem-
nizaciones castigos reformas. El derecho insis-
te que podemos, con la ley, definir y contener 
los horrores y por eso produce tanto placer y 
se desea con tanta intensidad cuando uno esta 
(sic) cansado de ver sufrir. Y se desea claro, 
por lo que se puede lograr con él, pero también 
se desea, y se le valora, porque le dice a uno 
que lo que le hicieron a los demás o a uno mis-
mo, las situaciones terribles que son realmente 
parte del pan cotidiano, NO son normales ni 
están justificadas”17 
16 Lemaitre, Julieta, op. cit., p. 1. 
17 Lemaitre, Julieta, op. cit., p. 13.
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Una alternativa
Precisamente ese deseo por una la ley justa, nos 
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sencia por Desaparición Forzada. En este sentido, 
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sencia por Desaparición con el ánimo de instituir 
una herramienta legal que proteja el derecho a la 
personalidad jurídica, al estado civil y la integri-
dad mental de las víctimas de desaparición forzada 
y reforzar la normatividad existente para que las 
distintas autoridades competentes, las víctimas, 
sus familiares y la sociedad colombiana cuenten 
con un instrumento idóneo que proteja y reconoz-
ca esos derechos. 

Todo ello dispuesto de tal forma que: i) su 
declaración pueda ser solicitada por el cónyuge, 
compañero o compañera permanente o pareja del 
mismo sexo, cuando es del caso, y los parientes 
dentro del tercer (3) grado de consanguidad, se-
�������Q��������
��������
�����	
�
������������
-
nisterio Público; ii) sea gratuito el procedimiento y 
la publicación de los tres (3) edictos; iii) se reduz-
ca el tiempo tanto de la publicación de los edictos 
como de la sentencia de declaratoria de Ausencia 
por Desaparición Forzada, dictada tres (3) meses 
después de la publicación del último edicto y en 
un plazo no mayor a quince (15) días, y, además, 
se tenga certeza, por parte del juez de conocimien-
to, después de haber valorado todas las pruebas, 
de que se trata de una Ausencia por Desapariciòn 
���{����������������������<�
����������
��������
-
tuir la sentencia judicial de Muerte Presunta por 
Desaparecimiento por la Declaratoria de Ausencia 
por Desaparición Forzada, así como la posterior 
inscripción en el Registro Civil de la víctima; v) se 
garantice que la Declaratoria de Ausencia por Des-
aparición Forzada no produzca efectos de pres-
cripción penal, ni impida que el Estado continue 
investigando hasta tanto la persona no aparezca 
�
��������������������
��������������
����
�	���<�
vi) la prohibición por parte de cualquier autoridad 
estatal, encargada de la asistencia humanitaria, de 
exigir a las familias de las víctimas de desapari-
ción forzada requisitos legales tales como la De-
claración de Muerte Presunta o la presentación de 
���$���
�	������������	
����

Proposición
En virtud de lo anteriormente expuesto soli-

citamos a la plenaria de la honorable cámara de 
representantes, se dé segundo debate al Proyecto 
de ley número 283 de 2008 Cámara, por medio 
��� 
���
�
��������� 
����
������ 
�����
����	������
ausencia por desaparición forzada.

Cordialmente,

�
	

������	������
������Coordianador Ponen-
te; ��	����
�������������Ponente.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  
DEBATE EN LA PLENARIA DE LA HONO-
RABLE CAMARA DE REPRESENTANTES 

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 283  
DE 2009 CAMARA

�������	�����
���
�
���������
����
������
�����
�-
ración de ausencia por desaparición forzada.

El Congreso de la República 

DECRETA:

Artículo 1º. Objeto de la ley. La presente ley 
�
����������#����	����� ������������ �����	����	
���
de Ausencia por Desaparición Forzada.

Artículo 2º. Ausencia por desaparición forza-
da.�$�}���� ������������ �����	����	
������!����-
cia por Desaparición Forzada, la cual se entiende, 
en los términos del artículo 165 de la Ley 599 de 
2000, como la situación jurídica de las personas 
de quienes no se tenga noticia de su paradero y no 
hubieren sido halladas vivas, ni muertas y en todo 
	������������������
��������������
����
�	�������
entregadas a sus parientes, sin discriminación por 
el tiempo de ocurrencia de los hechos.

Artículo 3º. Titulares. Podrán solicitar la Decla-
ración de Ausencia por Desaparición Forzada el 
cónyuge, compañero o compañera permanente o 
pareja del mismo sexo, cuando es del caso, y los 
parientes dentro del tercer (3) grado de consangui-
��������������Q��������
��������
�����	
�
�������
Ministerio Público.

Artículo 4º. Autoridades competentes. Será 
competente para conocer el proceso, el Juez Civil 
del último domicilio del ausente. En ningún caso 
podrá exigirse que transcurra un determinado lap-
so de tiempo desde que se tuvo la última noticia 
del desaparecido y la presentación de la solicitud 
de la Declaración de Ausencia por Desaparición 
Forzada. En todo caso, el procedimiento será gra-
tuito. 

Artículo 5º. Trámite. Recibida la solicitud para 
la Declaración de Ausencia por Desaparición For-
zada, el Juez requerirá a la Fiscalía General de la 
Nación y/o el Ministerio Público que conociere de 
��������	
�������#������
�	�	
�����������������	
���
de la denuncia y ordenará la publicación de tres 
(3) edictos en un periódico de circulación regional, 
debiendo correr un (1) mes entre cada uno de ellos. 
La publicación de los edictos será gratuita.

Artículo 6º. Término. Transcurridos tres (3) 
meses desde la publicación del último edicto, el 
Juez procederá a dictar sentencia en un plazo no 
����������
�	���'>���&�����#�����	������	������
la ausencia por desaparición, el día en que se rea-
lizó la solicitud de la Declaración de Ausencia por 
Desaparición Forzada.
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Parágrafo. El Juez, en la parte motiva de la sen-
tencia, deberá manifestar en forma expresa que ha 
valorado, en debida forma, la totalidad de las prue-
bas puestas a su consideración y como consecuen-
cia de dicha valoración, ha encontrado que se trata 
efectivamente de una Ausencia por Desaparición 
���{������������������������

Artículo 7º. Efectos. La Declaración de Ausen-
cia por Desaparición Forzada tendrá los mismos 
efectos civiles que la Declaración de Muerte Pre-
sunta por Desaparecimiento prevista en el Código 
Civil y de Procedimiento Civil.

Artículo 8º. Sustitución de la muerte presunta 
por desaparecimiento. En los casos de desapari-
ción forzada en que se haya proferido sentencia 
judicial de Muerte Presunta por Desaparecimiento 
en la jurisdicción civil, podrá sustituirse por la De-
claración de Ausencia por Desaparición Forzada, 
�� ���
	
������� ���� �
�������� �� �������� ��� ������� ���
artículo 3° de la presente ley.

Artículo 9º. !����	��	�������
����	������	�	
� La 
Declaración de Ausencia por Desaparición Forza-
da deberá ser inscrita como tal en el Registro Civil 
de la víctima, por parte de la Registraduría Nacio-
nal o Seccional del Estado Civil que corresponda.

Artículo 10. "���	�
��	������
���	�����	���	�-
nes. La Declaración de Ausencia por Desaparición 
Forzada no producirá efectos de prescripción pe-
nal, ni deberá impedir la continuación de las in-
vestigaciones dirigidas al esclarecimiento de la 
verdad, la búsqueda de la víctima y la localización 
de su paradero en forma permanente hasta tanto 
no aparezca viva o muerta y haya sido plenamente 

����
�	����

Artículo 11. Asistencia a los familiares. Las 
autoridades estatales de todo orden civil, penal, 
administrativa, encargadas de la asistencia huma-
nitaria y toda otra autoridad, se abstendrán en los 
trámites de su competencia, de exigir a las familias 
de las víctimas de desaparición forzada requisitos 
legales que presenten mayor riesgo de daño a la 
salud mental, como la Declaración de Muerte Pre-
�������� �����������	
���������$���
�	���������-
función.

Artículo 12. #	����	�. La presente ley rige a 
partir de su promulgación y deroga todas las dis-
posiciones que le sean contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado el 
presente proyecto de ley, según consta en el Acta 
número 44 del 2 de junio de 2009; anunciado para 
discusión y votación el día 27 de mayo de 2009, 
según consta en el Acta número 43 de esa misma 
fecha.

TEXTO APROBADO EN LA COMISION 
PRIMERA DE LA HONORABLE CAMARA 

DE REPRESENTANTES AL PROYECTO  
DE LEY NUMERO 283 DE 2009 CAMARA

�������	�����
���
�
���������
����
��� 
de la declaración de ausencia  

por desaparición forzada.

El Congreso de la Republica 

DECRETA:

Artículo 1º. Objeto de la ley. La presente ley 
�
����������#����	����� ������������ �����	����	
���
de Ausencia por Desaparición Forzada.

Artículo 2º. Ausencia por desaparición forza-
da.�$�}���� ������������ �����	����	
������!����-
cia por Desaparición Forzada, la cual se entiende, 
en los términos del artículo 165 de la Ley 599 de 
2000, como la situación jurídica de las personas 
de quienes no se tenga noticia de su paradero y no 
hubieren sido halladas vivas, ni muertas y en todo 
	������������������
��������������
����
�	�������
entregadas a sus parientes, sin discriminación por 
el tiempo de ocurrencia de los hechos.

Artículo 3º. Titulares. Podrán solicitar la Decla-
ración de Ausencia por Desaparición Forzada el 
cónyuge, compañero o compañera permanente o 
pareja del mismo sexo, cuando es del caso, y los 
parientes dentro del tercer (3) grado de consangui-
��������������Q��������
��������
�����	
�
�������
Ministerio Público.

Artículo 4º. Autoridades competentes. Será 
competente para conocer el proceso, el Juez Civil 
del último domicilio del ausente. En ningún caso 
podrá exigirse que transcurra un determinado lap-
so de tiempo desde que se tuvo la última noticia 
del desaparecido y la presentación de la solicitud 
de la Declaración de Ausencia por Desaparición 
Forzada. En todo caso, el procedimiento será gra-
tuito. 

Artículo 5º. Trámite. Recibida la solicitud para 
la Declaración de Ausencia por Desaparición For-
zada, el Juez requerirá a la Fiscalía General de la 
Nación y/o el Ministerio Público que conociere de 
��������	
�������#������
�	�	
�����������������	
���
de la denuncia y ordenará la publicación de tres 
(3) edictos en un periódico de circulación regional, 
debiendo correr un (1) mes entre cada uno de ellos. 
La publicación de los edictos será gratuita.

Artículo 6º. Término. Transcurridos tres (3) 
meses desde la publicación del último edicto, el 
Juez procederá a dictar sentencia en un plazo no 
����������
�	���'>���&�����#�����	������	������
la ausencia por desaparición, el día en que se rea-
lizó la solicitud de la Declaración de Ausencia por 
Desaparición Forzada.
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Parágrafo. El Juez, en la parte motiva de la sen-
tencia, deberá manifestar en forma expresa que ha 
valorado, en debida forma, la totalidad de las prue-
bas puestas a su consideración y como consecuen-
cia de dicha valoración, ha encontrado que se trata 
efectivamente de una Ausencia por Desaparición 
���{������������������������

Artículo 7º. Efectos. La Declaración de Ausen-
cia por Desaparición Forzada tendrá los mismos 
efectos civiles que la Declaración de Muerte Pre-
sunta por Desaparecimiento prevista en el Código 
Civil y de Procedimiento Civil.

Artículo 8º. Sustitución de la muerte presunta 
por desaparecimiento. En los casos de desapari-
ción forzada en que se haya proferido sentencia 
judicial de Muerte Presunta por Desaparecimiento 
en la jurisdicción civil, podrá sustituirse por la De-
claración de Ausencia por Desaparición Forzada, 
�� ���
	
������� ���� �
�������� �� �������� ��� ������� ���
artículo tercero (3°) de la presente ley.

Artículo 9º. !����	��	�������
����	������	�	
� La 
Declaración de Ausencia por Desaparición Forza-
da deberá ser inscrita como tal en el Registro Civil 
de la víctima, por parte de la Registraduría Nacio-
nal o Seccional del Estado Civil que corresponda.

Artículo 10. "���	�
��	������
���	�����	���	�-
nes. La Declaración de Ausencia por Desaparición 
Forzada no producirá efectos de prescripción pe-
nal, ni deberá impedir la continuación de las in-
vestigaciones dirigidas al esclarecimiento de la 
verdad, la búsqueda de la víctima y la localización 
de su paradero en forma permanente hasta tanto 
no aparezca viva o muerta y haya sido plenamente 

����
�	����

Artículo 11. Asistencia a los familiares. Las 
autoridades estatales de todo orden civil, penal, 
administrativa, encargadas de la asistencia huma-
nitaria y toda otra autoridad, se abstendrán en los 
trámites de su competencia, de exigir a las familias 
de las víctimas de desaparición forzada requisitos 
legales que presenten mayor riesgo de daño a la 
salud mental, como la Declaración de Muerte Pre-
�������� �����������	
���������$���
�	���������-
función.

Artículo 12. #	����	�. La presente ley rige a 
partir de su promulgación y deroga todas las dis-
posiciones que le sean contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado el pre-
sente proyecto de ley, según consta en el Acta nú-
mero 44 del 2 de junio de 2009; anunciado para 
discusión y votación el día 27 de mayo de 2009, 
según consta en el Acta número 43 de esa misma 
fecha.

$�	
	�����	�����������
Secretario Comisión Primera Constitucional.

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 280  

DE 2009 CAMARA

por medio de la cual se dictan medidas  
para la prevención del rapto de menores  

y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 5 de agosto de 2009

Doctor

JESUS ALFONSO RODRIGUEZ

Secretario General

Honorable Cámara de Representantes

Ciudad.

En atención a la honrosa designación que nos 
hiciera como ponentes para segundo debate al 
Proyecto de ley número 280 de 2009 Cámara por 
medio de la cual se dictan medidas para la pre-
vención del rapto de menores y se dictan otras dis-
posiciones, por su digno conducto nos permitimos 
poner en consideración de la plenaria de la honora-
ble Cámara de Representantes el siguiente informe 
de ponencia.

EXPOSICION DE MOTIVOS

El rapto de menores en Colombia es una triste 
y abrumadora realidad. Las cifras en el país son 
absolutamente alarmantes, según el Instituto de 
Medicina Legal, entre los años 1999 y 2007, se 
ha presentado un promedio de 216 homicidios en 
niños menores de 14 años, y 103 en niñas. A oc-
tubre 6 de 2008 se había reportado el asesinato de 
128 menores de 4 años. Recientemente el país se 
conmocionó con el secuestro y posterior asesinato 
de Luis Santiago Lozano, un bebé de 11 meses de 
edad al que su padre decidió quitarle la vida para 
evitarse el pago de una cuota alimentaria.

����
����	��������"�����������������������	��-
promete a Colombia entera. Desde el Congreso de 
la República hasta la misma sociedad civil se de-
ben aunar esfuerzos para lograr disminuir de ma-
nera drástica el rapto y la desaparición de menores, 
los cuales por su natural indefensión merecen una 
protección especial.

���
����������������������������������������
-
do por la iniciativa ciudadana de Robinson Velan-
dia Pico, quien llamó la atención al Congreso de la 
República sobre el desarrollo del tema y sobre su 
implementación exitosa en los Estados Unidos de 
Norteamérica, para buscar adoptar todas la medi-
das necesarias que garanticen la protección de los 
niños en su vida, libertad e integridad personal.

El Título III de la Ley 599 de 2000, Código Pe-
nal, establece los delitos contra la libertad indivi-
dual. En los capítulos I y II Desaparición Forzada 
y secuestro, respectivamente, se establecen los ti-
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pos penal que pretenden la protección de este bien 
jurídico. Además en el artículo 170 de la misma 
ley se establecen como circunstancias de agrava-
ción punitiva la realización de esta conducta pe-
nal en persona que no pueda valerse por sí misma, 
o en menor de 18 años. Lo anterior demuestra de 
manera clara la intención del legislador de brindar 
una protección especial a los menores. De la mis-
ma manera lo hace la Ley 1098 de 2006, o Código 
de la Infancia y la Adolescencia, al establecer en 
su artículo 199 lo siguiente:

“Cuando se trate de los delitos de homicidio o 
lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos 
contra la libertad, integridad y formación sexuales, 
o secuestro, cometidos contra niños, niñas y ado-
lescentes, se aplicarán las siguientes reglas: (…) 
Q���������������|���������	
���������
��	
���������
detención preventiva en establecimiento carcela-
rio por la de detención en el lugar de residencia, 
previsto en los numerales 1 y 2 del artículo 314 de 
la Ley 906 de 2004. 3. No procederá la extinción 
de la acción penal en aplicación del principio de 
oportunidad previsto en el artículo 324, numeral 
8, de la Ley 906 de 2004 para los casos de repara-
ción integral de los perjuicios. 4. No procederá el 
subrogado penal de Suspensión Condicional de la 
Ejecución de la Pena, contemplado en el artículo 
63 del Código Penal”.

En el campo del Derecho Internacional, en ma-
teria de protección a los niños, pueden observarse 
múltiples disposiciones de las cuales Colombia es 
parte. Entre las más importantes y relevantes para 
el tema que nos ocupa se encuentran las siguientes: 

�� ��	����	
��� ��� ���� ����	���� ���� �
���� ��-
viembre de 1959.

�� $�����	
��� ������ ���� ����	���� ���� �
����
Adoptada por la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas, 20 de noviembre de 1989. Quizá el 
instrumento internacional de protección a los me-
��������������
������
�	���������|����&����

����	����	
������������%����		
�����������#�����
�����
������������������������	
�������$��"
	���
Armado 

������������������	
�������
�����������������	-
ción de menores privados de la libertad. Diciem-
bre de 1990.

��%����	������	�����
���������$�����	
���������
los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, 
la prostitución infantil y la utilización de niños en 
la pornografía. Enero de 2002.

La Corte Constitucional no ha sido inferior a 
la tarea que en esta materia le corresponde. La 
jurisprudencia de esta honorable Corte es exten-
sa en materia de protección a menores. Quizá la 
sentencia más reciente en esta materia es la C–738 

de julio 23 de 2008, con Ponencia del honorable 
Magistrado Marco Gerardo Monroy. En esta Sen-
tencia el Ministerio del Interior y de Justicia en su 
intervención ante la Corte para este caso señaló lo 
siguiente: 

“Los últimos pasos de la legislación se enca-
minan a incrementar los mecanismos de protec-
ción de los derechos de los niños, lo cual implica 
el endurecimiento del sistema sancionatorio para 
los agresores de los derechos de los menores de 
edad. El incremento de la severidad sancionatoria 
es consecuencia de la prevalencia de los derechos 
de los niños y de la consagración del interés supe-
rior del menor como criterio de interpretación de 
las normas que los afectan”1.

La honorable Corte en sus consideraciones se-
ñaló además que: 

“A los delitos contra el Derecho Internacional 
Humanitario, a los delitos de lesa humanidad, se 
suman entonces, por virtud de los Tratados Inter-
nacionales de Protección a la Niñez, (…) Por ello, 
atendiendo a los límites mismos del principio de 
oportunidad, el Estado no esta autorizado para 
omitir, suspender o renunciar a la acción penal 
cuando el afectado en estos casos es un menor de 
edad”2.

En otro momento la Corte consideró que:
“Las autoridades administrativas y judiciales 

encargadas de determinar el contenido del interés 
superior de los niños en casos particulares cuen-
tan con un margen de discrecionalidad importante 
para evaluar, en aplicación de las disposiciones ju-
rídicas relevantes y en atención a las circunstan-
cias fácticas de los menores implicados, cual es la 
solución que mejor satisface dicho interés; lo cual 
implica también que dichas autoridades tienen al-
tos deberes constitucionales y legales en relación 
con la preservación del bienestar integral de los 
menores que requieren su protección – deberes 
que obligan a los jueces y funcionarios adminis-
trativos en cuestión a aplicar un grado especial de 
diligencia, celo y cuidado al momento de adoptar 
sus decisiones, mucho más tratándose de niños de 
temprana edad, cuyo proceso de desarrollo puede 
���������	������������������
�
�����
������
�����
por cualquier decisión que no atienda a sus intere-
ses y derechos”3.

La legislación colombiana e internacional es 
extensa en materia de protección de los derechos 
de los menores. La mayoría de disposiciones que 
en el país abordan la materia se encaminan a pri-
vilegiar de manera directa la política criminal, no 
obstante este enfoque no ha logrado una disminu-
1 Sentencia C-738 de 2008. Pág. 6.
2 Ibíd. Pág. 27.
3 Sentencia T-397 de 2004 M.P. Manuel José Cepeda Es-

pinosa.
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ción considerable de las cifras de desaparecimien-
to y homicidio en menores de 14 años. La presente 
iniciativa legislativa precisamente busca abordar 
el problema desde otro enfoque, el de la solidari-
dad de la comunidad en general.

Alerta Amber
En los Estados Unidos de Norteamérica nació 

la idea de la Alerta, (conocida en ese país como 
Alerta Amber) que hoy sometemos a considera-
ción del honorable Congreso de la República, 

“La idea del sistema de advertencia temprana se 
creó en 1996 en memoria de Amber Hagerman, una 
niña de nueve años quien fue secuestrada mientras 
montaba bicicleta en Arlington, Texas. La niña fue 
brutalmente asesinada. Las emisoras del área de 
Dallas desarrollaron el concepto de utilizar el Sis-
tema de Alerta de Emergencias (Emergency Alert 
System, EAS) para transmitir información rápi-
damente en casos de secuestro de niños. Dichas 
emisoras comunicaron el concepto a las autorida-
des policíacas, y así nació el primer programa de 
Alerta AMBER en Estados Unidos. El concepto en 
el cual se basa este programa es sencillo: cuando 
������
	&�����
��������������
������	����
	�	
���
el secuestro de un niño, el público televidente y 
���
������� ��	
�
�|� ���� ���
�	�	
��� �� ����}�� ���
avisos emitidos con toda la información que esté 
disponible para que este proporcione los ojos y oí-
dos adicionales que aumentan la probabilidad de 
captura del secuestrador del niño antes de que ha-
yan transcurrido las primeras tres horas críticas”4.

El anterior es precisamente el objetivo de la 
Alerta Luis Santiago, el recuperar a niños secues-
trados antes de que sufran algún daño físico. Las 
estadísticas demuestran que el transcurso del tiem-
po es por sí solo el enemigo de un niño secuestra-
do, esto debido a que de acuerdo a la información 
proporcionada por los difusores de la Alerta Am-
ber en los Estados Unidos, la mayoría de los niños 
raptados y que luego aparecen asesinados mueren 
dentro de un lapso de tiempo corto después del se-
cuestro.

La Alerta Luis Santiago tiene el propósito de 
cambiar las estadísticas de forma positiva. Los 
estudios que se han realizado acerca de este tema 
demuestran que cuando los ciudadanos se convier-
ten en los principales interlocutores de la fuerza 
pública la posibilidad de salvar vidas de los niños 
es mayor.

¿Qué es la Alerta Luis Santiago?
Al igual que ocurre de manera exitosa en los 

Estados Unidos, la Alerta Luis Santiago busca ser 
4 %
�����%�&�������	�����������������������
����	'�����-

cuestrados. En:
 http://www.ncjrs.gov/html/ojjdp/amberalert/209519/

pg2.html

el resultado de la asociación de la Policía Nacio-
nal, las emisoras de radio, cadenas de televisión y 
la sociedad civil en general. Cuando se emite una 
Alerta, se difunde un boletín informativo de ca-
rácter urgente a través de los medios de comuni-
	�	
�����������������������������������	
������&��
para encontrar a un niño que ha sido raptado y ubi-
car a los responsables.

¿Cuándo se emite Alerta de este tipo?
La idea principal es que la fuerza pública, en 

especial la Policía Nacional y sus representan-
tes departamentales, emitan la Alerta únicamente 
cuando las circunstancias que rodean la desapari-
ción del niño satisfacen los criterios determinados. 
Estos criterios si bien están orientados por la ley, 
deben ser desarrollados por las autoridades depar-
tamentales para garantizar que se cumpla con las 
condiciones locales de seguridad. El hecho de que 
no se cumplan los requisitos exigidos para la emi-
sión de la Alerta, no es óbice para abstenerse de 
solicitar la colaboración de los medios de comu-
nicación y la sociedad en su conjunto. Sin embar-
go cuando se emita, la participación de estos será 
obligatoria. 

Plan de Acción Departamental y Municipal
El procedimiento que a continuación se presen-

ta, responde a la necesidad de cercar de manera 
inmediata a los captores del menor, especialmente 
dentro de la entidad territorial donde se reportó el 
desaparecimiento. Atendiendo las dinámicas loca-
les del país, y previo al cumplimiento de algunos 
requisitos desarrollados en la presente ley, cada 
Gobernador y el Alcalde para el caso de los mu-
nicipios cuya población exceda los quinientos mil 
(500.000) habitantes, deberá desarrollar un Plan 
de Acción en el cual establecerán los medios de 
comunicación y demás instituciones locales que 
están llamados a transmitir la información de la 
�������������{������������
�
����%����������������-
rá convocar a las autoridades de la fuerza pública 
departamental y municipal y a los medios de co-
municación para establecer los pasos a seguir y los 
compromisos de cada una de las personas natura-
les y jurídicas de cara a la Alerta. Si pasadas doce 
(12) horas desde que se emitió la Alerta local no se 
ha tenido noticia del menor, el procedimiento a se-
guir será la emisión de una Alerta a nivel nacional, 
con el ánimo de que en todo el territorio nacional 
se tenga conocimiento de la desaparición, evitando 
que se transporte al menor indefenso de manera 
delictuosa y previniendo su posible salida del país.

Como se evidencia en la presente exposición 
de motivos, el objeto de la presente ley es pro-
teger a los niños que han sido víctimas de rapto, 
secuestro o desaparición forzada, contando con la 
intervención de las autoridades nacionales, loca-
les, departamentales, los medios de comunicación 



Página 10 Miércoles 19 de agosto de 2009 GACETA DEL CONGRESO  743

y la sociedad en su conjunto, facilitando su pronta 
recuperación, mediante la idónea publicación de la 
información del menor. 

PRIMER DEBATE COMISION PRIMERA
El Proyecto de ley 280 de 2008, por medio de 

la cual se dictan medidas para la prevención del 
rapto de menores y se dictan otras disposiciones, 
fue considerado y aprobado en sesión de la Comi-
sión Primera de Cámara el día 2 de junio de 2009.

El artículo 5° del proyecto de ley en donde se 
establece que los municipios que excedan una po-
blación de los quinientos mil habitantes deberán 
desarrollar un Plan de Acción en el cual establez-
can los medios de comunicación y demás institu-
ciones locales que están llamados a transmitir la 
información de la alerta de desaparición del menor 
una vez esta sea emitida, este artículo fue modi-
�	���� ���	
�������� ���
������� 	���� ��	�������
a nivel nacional de la ejecución de los planes al 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Los 
demás artículos se mantuvieron iguales.

Proposición
En virtud de lo anteriormente expuesto soli-

citamos a la plenaria de la honorable Cámara de 
Representantes, se dé segundo debate positivo al 
Proyecto de ley numero 280 de 2008 Cámara, 
por medio de la cual se dictan medidas para la 
prevención del rapto de menores y se dictan otras 
disposiciones.

Cordialmente,
�
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�����Ponentes.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  
DEBATE EN LA PLENARIA DE LA HONO-
RABLE CAMARA DE REPRESENTANTES 

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 280  
DE 2008 CAMARA

por medio de la cual se dictan medidas  
para la prevención del rapto de menores  

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República de Colombia 

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto la protección integral de los niños que sean 
víctimas de rapto, desaparición o secuestro, basa-
da en el principio de la solidaridad de la sociedad 
civil, en especial de los medios de comunicación y 
las entidades del Estado.

Artículo 2°. Ambito de aplicación. Para todos 
los efectos de la presente ley se entenderá por ni-
ños las personas menores de 14 años, denomina-
dos como infantes o impúberes en los términos del 
artículo 34 del Código Civil.

Artículo 3°. %
����� (
	�� )���	���� Créase la 
!������=�
������
�������	���������|�	��������
����
lograr la pronta recuperación de los niños que ha-
yan sufrido cualquier tipo de rapto, desaparición 
o secuestro y evitar que sufran cualquier tipo de 
daño físico o psicológico. 

Artículo 4°. Autoridad Competente para la 
Alerta. El Comandante Departamental de Policía y 
el Comandante Municipal para el caso de los mu-
nicipios cuya población exceda los quinientos mil 
(500.000) habitantes, será la autoridad encargada 
de emitir la Alerta y dar aviso a la Subdirección de 
Extranjería del DAS, una vez se haya tenido noti-
cia de la desaparición del menor y previa autori-
zación de los padres de este o de quien ejerza para 
el momento la patria potestad. La alerta se emitirá 
cuando existan indicios graves de que la desapari-
ción puede poner en peligro la vida, la integridad 
física o psicológica del menor afectado. 

Parágrafo. En ningún caso podrá exigirse que 
transcurra un determinado periodo de tiempo des-
de que se tuvo la última noticia del menor y la emi-
sión de la Alerta.

Artículo 5°. ,
��������%��	��� El Gobernador, 
y el Alcalde para el caso de los municipios cuya 
población exceda los quinientos mil (500.000) ha-
bitantes, deberán desarrollar un Plan de Acción en 
el cual establezcan los medios de comunicación y 
demás instituciones locales que están llamados a 
transmitir la información de la alerta una vez esta 
������
�
����%�����������������|��	����	����� ����
autoridades de la fuerza pública departamental, a 
los medios de comunicación y demás entidades 
llamadas a atender la alerta, para establecer los 
pasos a seguir y los compromisos de cada una de 
las personas naturales y jurídicas de cara a la Aler-
ta. Para el nivel nacional, el encargado de realizar 
el Plan de Acción será el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar.

Los Gobernadores, Alcaldes y el Instituto Co-
lombiano de Bienestar Familiar, según el caso, 
tendrán seis (6) meses, con posterioridad a la en-
trada en vigencia de la presente ley, para elaborar 
el Plan de Acción de que trata el presente artículo. 

Artículo 6°. Instituciones y autoridades parti-
cipantes. Para todos los efectos, las instituciones 
�� �����
������ �� �������� ��� ������� ������������ ����
son las siguientes: medios de comunicación nacio-
nales, departamentales y municipales; entidades 
estatales; terminales de transporte, aeropuertos, 
puertos marítimos; fuerza pública y demás auto-
ridades civiles.

Artículo 7°. %
�����(���
� Una vez emitida la 
Alerta, las autoridades e instituciones departamen-
tales o municipales de las que trata el artículo an-
terior estarán en la obligación de difundir la infor-
mación del niño desaparecido de la manera más 
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idónea posible. Para el caso de las entidades pú-
blicas, estas deberán propagar la información co-
rrespondiente del menor en sus páginas web. De la 
misma manera las terminales de transporte aéreo, 
terrestre o marítimo deberán publicar la informa-
ción en las pantallas donde publican los datos de 
sus viajes. Los medios de comunicación escritos 
deberán publicar la información del menor en sus 
ediciones impresas, las emisoras deberán emitir 
comunicados con la información correspondiente 
y los canales de televisión públicos y privados de-
berán presentar la información necesaria que per-
�
������
����
�	�	
�������������

Artículo 8°. Alerta Nacional. Transcurridas 12 
horas a partir de la emisión de la Alerta por la au-
toridad departamental o municipal sin que se tenga 
noticia del menor, esta le dará traslado a la Direc-
ción Nacional de la Policía para que establezca 
la necesidad de emitir una Alerta Nacional en un 
plazo máximo de 12 horas adicionales, contados 
a partir del recibo de la información del desapare-
cimiento por la autoridad local. En caso de que se 
emita una Alerta nacional, las instituciones de las 
que trata el artículo 6° del nivel nacional deberán 
proceder a difundir la información del menor des-
aparecido.

Artículo 9°. No cumplimiento de los requisitos. 
Cuando no se cumplan los requisitos establecidos 
por las autoridades nacionales o departamentales 
para la emisión de la Alerta, esto no disminuirá la 
capacidad de las autoridades de policía para solici-
tar la colaboración de los medios de comunicación 
y la comunidad local.

Artículo 10. Sanciones. El no cumplimiento de 
lo establecido en la presente ley para los servido-
res públicos, se constituirá en falta grave.

Artículo11. #	����	�. La presente ley rige a par-
tir de su promulgación y deroga todas las disposi-
ciones que le sean contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado el pre-
sente proyecto de ley, según consta en el Acta nú-
mero 44 del 2 de junio de 2009; anunciado para 
discusión y votación el día 27 de mayo de 2009, 
según consta en el Acta número 43 de esa misma 
fecha.

TEXTO APROBADO EN LA COMISION 
PRIMERA DE LA HONORABLE CAMARA 

DE REPRESENTANTES AL PROYECTO  
DE LEY NUMERO 280 DE 2008 CAMARA

por medio de la cual se dictan medidas  
para la prevención del rapto de menores  

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República de Colombia 

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto la protección integral de los niños que sean 

víctimas de rapto, desaparición o secuestro, basa-
da en el principio de la solidaridad de la sociedad 
civil, en especial de los medios de comunicación y 
las entidades del Estado.

Artículo 2°. Ambito de aplicación. Para todos 
los efectos de la presente ley se entenderá por ni-
ños las personas menores de 14 años, denomina-
dos como infantes o impúberes en los términos del 
artículo 34 del Código Civil.

Artículo 3°.� %
����� (
	�� )���	���. Créase la 
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lograr la pronta recuperación de los niños que ha-
yan sufrido cualquier tipo de rapto, desaparición 
o secuestro y evitar que sufran cualquier tipo de 
daño físico o psicológico. 

Artículo 4°. Autoridad Competente para la 
Alerta. El Comandante Departamental de Policía y 
el Comandante Municipal para el caso de los mu-
nicipios cuya población exceda los quinientos mil 
(500.000) habitantes, será la autoridad encargada 
de emitir la Alerta y dar aviso a la Subdirección de 
Extranjería del DAS, una vez se haya tenido noti-
cia de la desaparición del menor y previa autori-
zación de los padres de este o de quien ejerza para 
el momento la patria potestad. La alerta se emitirá 
cuando existan indicios graves de que la desapari-
ción puede poner en peligro la vida, la integridad 
física o psicológica del menor afectado. 

Parágrafo. En ningún caso podrá exigirse que 
transcurra un determinado periodo de tiempo des-
de que se tuvo la última noticia del menor y la emi-
sión de la Alerta.

Artículo 5°. ,
��������%��	��� El Gobernador, 
y el Alcalde para el caso de los municipios cuya 
población exceda los quinientos mil (500.000) ha-
bitantes, deberán desarrollar un Plan de Acción en 
el cual establezcan los medios de comunicación y 
demás instituciones locales que están llamados a 
transmitir la información de la alerta una vez esta 
������
�
����%�����������������|��	����	����� ����
autoridades de la fuerza pública departamental, a 
los medios de comunicación y demás entidades 
llamadas a atender la alerta, para establecer los 
pasos a seguir y los compromisos de cada una de 
las personas naturales y jurídicas de cara a la Aler-
ta. Para el nivel nacional, el encargado de realizar 
el Plan de Acción será el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar.

Los Gobernadores, Alcaldes y el Instituto Co-
lombiano de Bienestar Familiar, según el caso, 
tendrán seis (6) meses, con posterioridad a la en-
trada en vigencia de la presente ley, para elaborar 
el Plan de Acción de que trata el presente artículo. 

Artículo 6°. Instituciones y autoridades parti-
cipantes. Para todos los efectos, las instituciones 
�� �����
������ �� �������� ��� ������� ������������ ����
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son las siguientes: medios de comunicación nacio-
nales, departamentales y municipales; entidades 
estatales; terminales de transporte, aeropuertos, 
puertos marítimos; fuerza pública y demás auto-
ridades civiles.

Artículo 7°. %
�����(���
� Una vez emitida la 
Alerta, las autoridades e instituciones departamen-
tales o municipales de las que trata el artículo an-
terior estarán en la obligación de difundir la infor-
mación del niño desaparecido de la manera más 
idónea posible. Para el caso de las entidades pú-
blicas, estas deberán propagar la información co-
rrespondiente del menor en sus páginas web. De la 
misma manera las terminales de transporte aéreo, 
terrestre o marítimo deberán publicar la informa-
ción en las pantallas donde publican los datos de 
sus viajes. Los medios de comunicación escritos 
deberán publicar la información del menor en sus 
ediciones impresas, las emisoras deberán emitir 
comunicados con la información correspondiente 
y los canales de televisión públicos y privados de-
berán presentar la información necesaria que per-
�
������
����
�	�	
�������������

Artículo 8°. Alerta Nacional. Transcurridas 12 
horas a partir de la emisión de la Alerta por la au-
toridad departamental o municipal sin que se tenga 
noticia del menor, esta le dará traslado a la Direc-
ción Nacional de la Policía para que establezca 
la necesidad de emitir una Alerta Nacional en un 
plazo máximo de 12 horas adicionales, contados 
a partir del recibo de la información del desapare-
cimiento por la autoridad local. En caso de que se 
emita una Alerta nacional, las instituciones de las 
que trata el artículo 6° del nivel nacional deberán 
proceder a difundir la información del menor des-
aparecido.

Artículo 9°. No cumplimiento de los requisitos. 
Cuando no se cumplan los requisitos establecidos 

por las autoridades nacionales o departamentales 
para la emisión de la Alerta, esto no disminuirá la 
capacidad de las autoridades de policía para solici-
tar la colaboración de los medios de comunicación 
y la comunidad local.

Artículo 10. Sanciones. El no cumplimiento de 
lo establecido en la presente ley para los servido-
res públicos, se constituirá en falta grave.

Artículo 11. #	����	�. La presente ley rige a 
partir de su promulgación y deroga todas las dis-
posiciones que le sean contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado el pre-
sente proyecto de ley, según consta en el Acta nú-
mero 44 del 2 de junio de 2009; anunciado para 
discusión y votación el día 27 de mayo de 2009, 
según consta en el Acta número 43 de esa misma 
fecha.

$�	
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Secretario Comisión Primera Constitucional.
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